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Que la parte demandada no sufrió indefensión alguna lo demuestra
el hecho de que, con independencia de que un mínimo deber de dili·
geocia debió motivar la comprobación de la verosimilitud de esta causa
de fuerza mayor (pues el juicio se celeb(6), la demandada tenía la
carga de solicitar la suspensión del juiCio oral pOT' dicha causa o su
nulidad al amparo de lo dispuesto en Jos aIts. 283.2.° y 3.° Y
242.2.°L.O.P.J., lo que tampoco hizo; lejos de eUo, articuló un autentico
escrito de contestación a la demanda en su solicitud de práctica de
diligencias para mejor proveer, dando entrada en el proceso a la deno-

. minada +;ciencia privada del Juez».

Es cierto. por otra parte. que del resultado de la práctica de las
diligencias para mejor proveer se le dio traslado a la demandante.
pero el traslado de dich!l diligencia no garantiza el, cumplimiento de
los principios de contradicci6n e igualdad de armas. por cuanto la
actora no tuvo 'oportunidad proc;esal de rebatir o de contestar a la
nueva alegación introducido por la demandada en dicho....trámite, ni
de proponer la prueba necesaria para justificar el carácter profesional
de la enfermedad hasta ese momento nunca puesto en duda P9J nadie.
En cualquier caso. ha de estimarse contrario al derecho a la tutela
y a un proceso con todas las garantias la posibilidad de introducir
alegaciones o hechos nuevos distintos" al tema de la prueba al amparo
de la facultad inquisitiva contenida en aquellas diligencias. pues ello
significarla desvirtuar la naturaleza del trámite de las diligencias para
mejor proveer (convirtiéndola en una suerte de segunda fase de ale­
gaciones y de ejecución de prueba). así como desconocer la exigencia

de que en un proceso oral el material de hecho y su prueba ha
aportarse exclusivamente a la fase del juicio oral. el cual ha de celebra
con unidad de acto.

FALLO

En atención a lo expuesto. el Tribunal Constitucional. POR LA AlJ
RIDAD QUE LE CONFIERE L/. CONSTITUCiÓN DE LA NACIÓN Esp~oLA.

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por doña Elena Garcia Salgado
en consecuencia:

1.° Reconocer el derecho a la tutela judicial efectiva de la recurre
sin indefensión.

2.° Anular la Sentencia dictada por la Sala Tercera del Tribu
Central de Trabajo de 16 de noviembre de 1988 en el recurso
suplicación interpuesto contra la Sentencia de la Magistratura de Trab
núm. 11. de 22 de junio de 1987, recaida en el Auto núm. 108/19

3.° Devolver las actuaciones a la Sala de lo Social del Tribu
Superior de Justicia de Madrld para que diete una nueva Senten
suficientemente fundada y 'congruente con los motivos articulados
el recurso de suplicación.

Publiquese esta Sentencia en el «Boletin Oficial del Estado».

Dada en Madrid. a trece de Octubre de mil novecientos nove
y d'os.-Miguel Rbdríguez·Piftero y BravcrFerrer.-Femando Garcia-tv
y González-Regueral.-Carlos de la Vega Benayas.-Vicente Gim(
Senara.-Rafael de Mendizábal Allende.-Pedro Cruz Villalón,-Firm¡
y rubricado.

EN NOMBRE DEL REY

I. Antecedentes

la siguiente

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compuesta por don
Miguel Rodriguez-Pmero y Bravo-Ferrer. Presidente; don Fernando Gar·
da·Mon y González-Regueral. don Carlos de la Vega Benayas. don
Vicente Gimeno Sendra. don Rafael de Mendizábal Allende y don
Pedro Cruz Villalón, Magistrados. ha pronunciado

imprudencia simple con infracción de reglamentos y resultado de le
nes y daños.

El demandante utiliza casi exclusivamente para su argumentac
el principio de presunción de inocencia consagrado en el arto .2
de la Constitución, ya que las dos resoluciones judiciales impugna
ahora le han condenado" sin que, a su juicio. haya habidd prueba
desvirtúe tal presunción de inocencia. La condena -ai'Jade- se ha bas
en las diligencias preparatorias instruidas por el Juzaado de TaraD(
que contentan el atestado realizado por la Guardia Civil de Trá
y las declaraciones de los testigos. Estas últimas resultan. a su pare
«irrelevantes~. por tratarse de versiones contradictorias, sin que fl
posible someterlas a contradicción. puesto que no comparecierOJ
juicio. haciéndolo sólo el" inculpado. Por lo que afecta al atesté
el Juzgado de Instrucción no lo tiene en cuenta en el relato de
hechos y si, en cambio. la Audiencia. Dicho atestado no fue ratiflc
ni antes ni después del juicio oral.

La Sentencia de la Audiencia Provincial rechaza ambas Quejas
argumentos'que consolidan la vulneración del arto 24 de la Constítuc
En relación con la comparecencia de los miembros de la Gua'
Civil para ratificar el atestado, mantiene la Sala -que ello no hub
supuesto más que la posibilidad de "ratificarse pnéricamente. Po
que afecta a la incomparecencia de 101 testigos, la Audiencia Provin
reconoce que no pudo haber examen contr&dietQrio de sus declaracic
en las diligencias. pero que tampoco se pidió por ninguna de las pa
la suspensión del juicio por ese motivo. ni le propuso prueba alg
al respecto. razonamiento que implica una inversión de la carga
la prueba en contra del arto 24.2 de 1& Constitución.

2. En providencia de 3 de abril de 198918 Secci6n puso de m
fiesto a las partes la posible coneurreJlCia de la causa de inadmh
prevista por el arto 50.1 e) de la LOTC (carencia manifiesta de conter
constitucional de la demanda). El Ministerio 'F'iIcaL en escrito de
de abril. considera al respecto Que no se ha producido la wInera(
del derecho a la presunci6n de inocencia que tOStiene el actor
entender Que la prueba de cargo obrante en la causa ha de estim'
como suficiente. por 10 que solicita que se declare la inadmisibili
del recurso. A su vez )a representación del recurrente. en el ese
que tuvo entrada en el Tribunal cuatro dial" después, insiste er
argumentación inicial que reproduce abre\Iiad.ameDt,

Vistas las alegaciones contradietoria& esta "8ecCión. en provide",
del 2 de octubre siguiente. acordó admitir a trámite dicha dema
y. además. requerir a la Audiencia ProYincial de cuenca y al Juze
de InstNceión núm. 2 de Taranc6n para que remitieran testiro,
de las actuaciones correspondientes. ui como para que el Juzg
emplazara por diez dias a quienes hubieran aicSo parte en el pr,
dimiento. salvo el recurrente a fm de que pudieran comparecel·
este proceso. A su vez. en providencia de 18 de diciembre. la Secc'
una vez recibidas las actuaciones que habla 1Olidtado. abrió un p
común de veinte días al Ministerio Fiscal y al demandante para ' "".

Sala Primera. SentenCia 138/1992. de 13 de octubre.
Recurso de amparo 352/1989. Contra Sentencias del Juz­
gado de Instancia de Tarancón y de la Audiencia Provincial
de Cuenca. condenatorias ambas del recurrente. aun cuan­
do con desigual consideración penal. como autor de una
falta de .ilriprudencJa simple. en el primer caso. y como
autor de un delito de Imprudencia simple. en el segundo.
Supuesta vulneración del principio de presunción de ino­
cencia: Actil'idadprobatoria suficiente.

25275

1. Por escrito que tuvo entrada en este Tribunal el 23 de febrero
de 1989. doña Laura Lozano Montalvo. Procuradora de los Tribunales.
en nombre y representación de don Jesús Benito G6mez. interpuso
recurso de amparo contra una Sentencia dictada el 21 de octubre
de 1988 por e! Juzgado de Instrucción de Taranc6n y otra de la Audien­
cia Provincial de Cuenca, que lleva fecha 27 de enero de 1989. En
la demanda de amparo se dice que el recurrente sufri6 en su dia un
accidente de tréfico en el cual se vieron implicados varios vehículos.
Una vez conclusas las correspondientes diligencias preparatorias. el
Juzgado de Instrucción de Taranc6n dictó Sentencia el 21 de octubre
de 1988. donde se condenó al hoy" recurrente como autor de una
falta de imprudencia simple con resultado de lesiones y daños. For­
mulado recuno de apelación por el condenado en ella ante la Audiencia
Provincial de Cuenca. éstadiet6 el 27 de enero de 1989 sentencia
revocatoria de 1& anterior. calificando el hecho como un delito de

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 352/1989. interpuesto por la Pro­
curadora de .Ios .Tribunales dofia Laura Lozano Montalvo. en nombre
y representac;ión de don Jesús Benito Gómez, asistida del Letrado
don Francisco Javier Lozano Montalvo. contra sentencias del Juzgado
de Instmcción de Tarancón (21 de octubre de 1988) Yde 1& Audiencia
Provincial de Cuenca (27 de,enero de 1989). Ha sido parte el Ministerio
Fiscal. siendo Ponente el Ma¡istrado don Rafael de Mendizábal Allende.
quien expresa el parecer de la Sala.
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n vista de las actuaciones. pudieran formular las alegaciones
.ortunas.

. 3. El Fiscal ante el Tribunal Constitucional, en escrito presentado
12 de enero de 1990, reproduce 10 ya alegado en el trámite de
misión, reforzando sus argumentos con la cita de' la jurisprudencia
este Tribunal Los elementos de los que- se han valido los órganos

. liciales para dietar las respectivas Sentencias -añade- han sido la
;Iaración del acusado (tanto en instancia como en apelación), asi
no las de los perjudicados ante el Juez en diligencias previas. las
agrafias aportadas y el atestado de la Guardia Civil de Tráfico. Aun
mdo los testigos no comparecieron a juicio. sin que sus declaraciones
iíeran someterse a contradicción, ello no priva totalmente de valor
l fase instrUctora. En todo caso. tanto en instancia como en apelación.
nícleo de la prueba ha sido la declaración del acusado y la documental.
a última aceptada por todas las partes. Además. algunas de esas
gencias no eran reproducibles en el juicio oral (posición del veh1eulo,
~Ilas de frenado, trazado. sei'i.alización. daños., fotos, ete.). Ello dota
ltestado de la calidad de proeba preconstituida que, con el carácter
documental. accedió al acto del juicio, siendo a1U objeto de debate
ontradicción. En consecuencia, ha existido prueba que ha penn1tido
;virtuar la presunción de inoc:encia.. por lo que el Fiscal solicita
iesestimación del recurso.

El demandante. por su parte, en escrito presentado el 15 de ..enero
liente en el Juzgado de Guardia para su remisión a este Tribunal,
por reproducidos los alegatos ya vertidos con -anterioridad. insis-­

Ido en obtener el amparo pretendido.

4. En providencia de 5 de octubre de 1992 la Sala ,Primera de
-~ Tnbunal nombró Ponente del presente proceso al Magistrado don
sel de MendizAbal Allende y al mismo tiempo fijó para deliberación
'otación de la sentencia el dia 13 de dicho mes de octubre.

n. Fundamentos Jurídicos

l. Uno de los principios cardinales del Derecho penal contem­
áneo. en sus facetas. sustantiva y fonnal. es aquel que proclama
resunción de que toda penona acusada de una infracción es inocente
ntras no se demuestre lo contrario. Aun cuando no sea una creación
l/hilo. ya que inspiraba la entera estnlctura de nuestra Ley de Eniui·
mento Criminal desde 1881, ha recibido un vigor inusitado por
a y gracia de su: inclusión en elart. 24 de la €onstitución, cuya
rprelación -segUn indica el art. 10 del mismo Texto- ha de hacerse
, luz de la Declaración Univenai de Derechos Humanos y de los
lás tratados internacionales sobre la materia ratificados por España,
lO lo fue en 1979 el de Roma (1950) y sin olvidar _1 Pacto de
'echos Civiles y PoUticos de 1976. Su lectura pone de manifiesto
el principio más arriba anunciado sintéticamente ofrece una mayor

, lplejidad si se observa que la presunción de inoc:encia sólo se destruye
ndo un Tribunal independiente. imparcial y establecido por la Ley
!ara la culpabUldad de una persona tras un proceso celebrado con
18 las ¡arandas (art. 6.1 Y 2 del Convenio de 1950). El clrculo
.:lerra con la identidad sustantiva de infracción administrativa y
to que, predicada ya por n\lCstro Tribunal Supremo en la Sentencia
9 de febrero de 1972. fue recogida por el Tribunal EW'Opeo de
,echos Humanos cuatro aftas. después (Sentencia de 8 de junio de
6, caso Engel) y se incorporó al arto 24 de la Constitución española

a su vez, ha dado lugar a la caudalosa corriente doctrinal de
Tribunal Constitucional en tal sector a Partir de nuestra STC

1981. El contraste de este principio constítucional y los elementos
uicio manejados en el de faltas, que se sustanció en doble instancia
mcluyócon Sentencia condenatoria del demandante en amparo.
n suma el tema conductor de este proceso.

~ntre las múltiples facetas de este concepto poliédrico hay una,
:esal, que conslste en desplazar el onlls probandf, con otros efectos
lidos. En tal sentido hemos dicho ya que la presunción de inoCencia
porta.en el orden penal al menos las cuatro siguientes exigencias:
la carga de la prueba sobre los hechos constitutivos de la pretensión
II corresponde exclusivamente a la' acusación. sin que l'ea eXigible
defensa una probatlo dlal)oJlca de los hechos negativos; 2.a, sólo

le entendene como prueba la practicada en el juicio oral bajo
lffiediación del órsano judicial decisor y con observancia de los
cipios de contradicci6n y publicidad; 3.&. de dicha regla general
pueden exceptuane los supuestos de prueba preconstituida y anti­

da, cuya J'C'Producci6n en el Juicio oral sea o se prevea imposible
:mpre. queso garantice el el ejercicio de derechC) de defensa o
osibUidad dlI contradicción, y 4.a, la valoración conjunta de la
ba;praaicada,es una potestad exclusiva del juzgador, que éste ejerce
mento. con la sota obligación de razonar el resultado de dicha
¡aeión. Son palabras de nuestra STC 76(1990.

2. Pues bien, a la luz de esta doctrina constitucional hemos de
analizar el acervo probatorio utili.zado en el juicio Que ahora nos ocupa,
a fm de comprobar si se dan las dos características exigidas al respecto
jurisprudencialmente. Una consiste en que las pruebas utilizadas sean
de cargo y tengan un sentido inequívocIJ en apoyo de la acusación.
Ya hemos dicho en alguna otra ocasión eSTe 25/1988) que dentro
de tal concepto se incluye la actividad probatoria que. en relación
con un delito concreto en su entera dimensión objetiva y subjetiva,
pone de manifiesto necesariamente la culpabilidad del acusado. con
plena convicción. Aquí entra de nuevo en juego la libre valoración
de aquel conjunto de elementos por el juzgador y el principio in dubio
pro reo que le impone la absolución si no llegara al convencimiento
más allá de toda duda., principio que precisamente por qu.:dar en el
ámbito judicial carece de relevancia constitucional y no puede ser con·
fundido con la presunción de inocencia. aun cuando con eUa guarde
una cierta relación como criterio auxiliar.

La segunda de las características más arriba indicadas ofrece un
doble aspecto cuantitativo y cualitativo y puede sintetizarse en la nece·
sidad de que se haya producido una miJiima actividad probatoria, pero
suficiente y además. como se vio. de signo incri.minatorio. En tal aspecto
conviene traer a colación los distintos medios probatorios manejados
en el acto de la vista pública, con su incidencia en la decisión judicial.
ASi, en primer lugar. el inculpado compareció y fue interrogado en
cnlZ, por lo que a través de esta su dcclaración pudo explicar cómo
se produjo el accidente,de tráfico con su versión personal. más favorable
a su defensa que los demás materiales recogidos en las actuaciones.

En este punto es forzoso un alto en el camino con el fin de poner
en mutua y directa relación lo acaecido en este juicio y nuestra doctrina.

'Este Tribunal Constitucional ha explicado. desde su STC 31/1981.
que Unicarnente pueden considerarse auténticas pnlebas las practicadas
en el juicio oral, con posibilidad de debate contradictorio y en presencia
del juzgador, para conseguir asi, en su caso. la convicción de éste
sobre los hechos enjuiciados mediante el contacto directo con los ele·
mentos utilizados. La instrucción previa., se llame diligencias o de cual­
quier .otro modo. tiene una naturaleza analoga. si no idéntica. a la
del sumario y. como éste. su tinalidad consiste en la averiguación del
delito y la identificación del delincuente, siendo su función procesal
la preparación del juicio oral (art. 299 de la Ley de Enjuiciamiento
Criminal). Ahora bien. lo dicho no significa que las actuaciones suma·
riales (en sentido amplio) e incluso las policiales carezcan de eficacia
probatoria. No cabe negarles tal eficacia para desvirtuar la presunción
de inocencia si fueron obtenidas con las garantias que la Ley y la
Constitución exi~n y son reproducidas en el acto de la vista con
posibilidad de contradicción por la defensa del acusado (SSTC 80/1986.
8211988 y 13711988).

3. En último lugar ha de situarse el atestado que extendió la Agro·
pación de Tráfico de la Guardia Civil. a cuyo contenido no alude
el Juez en su Sentencia, aun cuando si lo hasa, en la suya, la Audiencia
Provincial. La circunstancia de que los autores no fueran llamados
a ratificarse no puede ocultar el hecho de que era conocido y pudo
ser criticado en el acto de la vista. sin que nadie negara su autenticidad
ni la veracidad de los datos en él consignados. Tan sólo se discrepa
de las conclusiones. que a unos les encaminan a la culpabilidad, mienlras
que el acusado extrae una versión opuesta. En efecto, no niega su
participación en el accidente. sino que da otra explicación de cómo
se produjo. La circunstancia de que ésta sea más o menos plausible
no puede prevalecer, en nuestro sistema judicial, sobre la convicción
deljUZ3Rdor.

En defmitiva, el atestado equivale, en principio, a una denuncia,
pero también tiene virtualidad probatoria propia cuando contiene datos
objetivos y verificables, que expuestos por los aaentes de la Policia
Judicial con su forma y las demás fonnalidad.es exi¡ldas por los arts. 292
y 293 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. han de ser calificados
como declaraciones testificales (STe 22/1988). Es claro que hay partes
de ese atestado. como pueden ser la aprehensión de los delincuentes
sorprendi49s in fraga n/l. la constancia .. del ,cuerpo, los efectos o los
instrumentos del delito, el hallazgo de. drop., armas, documentos o
cualquier otro objeto. los croquis sobre el terreno, las fotografias en
él obtenidas y la comprobación de la .alcoholemia. entre otras. que
encajan por defmición en el concepto de la prueba preconstituida o
anticipada. Ninguna de las enumeradas $On practicables directamente
en el juicio oral por ser imposible su reproducción en idénticas cir­
cunstancias (SSTC 1071l983 y 201/198'9; ATe 637/1987). Asi aCUITe,
en el presente caso, con las huellas de frenado. que la Audiencia Pro­
vincial menciona como uno más de los elementos de juicio a hmer
en cuenta., sin especial relevancia.

4, En fUl. a guisa de recapitulación, hemos de concluir que en
el acto deljuicio tantas veces aludido se produjo una actividad probaturia
suficiente para servir de fundamento a las dos Sentencias sucesivas,
ambas condenatorias, aun cuando con distinta consideración penal.
No es misi6n de este Tribunal Constitucional convertine, a través del
recurso de amparo. en una terCera instancia judicial, sustituyendo por
el suyo el criterio del juzgador, a quien corresponda la valoración de
la prueba y la calificación juridica de los hechos (SSrr 55/198::.
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124/1983, 140/1985, 254/1988 y 201/1989, entre otras), salvo que Ha decidido
se hubiera quebrantado una garantía constitucional. circunstancia no
concurrente en el actual caso. Desestimar el recurso de amparo solicitado púr don Jesús Beni

Gómez.

FALLO

En atención a lo expuesto. el Tnounal Constitucional, POR LA AUTO­
RIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSrrruCION DE LA NACJÚN EspAf.!OLA,

PublíQuese esta Sentencia en el «Boletin Oficial del Estado».

Dada en Madrid a trece de octubre de mil nuvecientos noven
y dos.-Miguel Rodriguez-Piñero y Bravo-Ferrer.-Fernando Garcia-M(
y González-Regueral.-CarJos de la Vega Benayas.-Vicente Gime!
Sendra.-Rafael de Mendizábal Allende.-Pedro Cruz Ytllalón.-Firm8l.
y rubricado.

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

La Sala Primera del Tribunal Constitucional compuesta por don
Miguel Rodriguez-Piñero y Bravo-Fener, Presidente; don Fernando Gar­
cía·Mon· y González-Regueral. don Carlos de la Vega Benayas. don
Vicente Girneno Sendra. don Rafael de Mendizábal Allende y don
Pedro Cruz Villal6n. Magistrados, ha pronunciado

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 369/89. interpuesto por el Procurador
de los Tribunales don Fernando Arag6n Martin. en nombre y repre­
sentación del «Banco zaragozano. Sociedad Anónima», beYo la dirección
del Letrado don Javier ~ancho-.Arroyo López-Rioboo. contra Auto de
1 de diciembre de 1988 dictado por la SaJa Primera de 18 Audiencia
Tenitorial de Madrid en el rollo de apelación núm. 115/87. y contra
el Auto de 17 de enero de 1989 denegatorio de recurso de súplica.
Han comparecido el Ministerio Fiscal y el Procurador de los Tribunales
don Antonio de Palma Villalón. en nombre y representación de don
Manuel Eugenio Isidro Tejedor. bajo la direcci6n letrada de don Fer­
nando Rodrt¡uez-Correa de Rueda. Há sido Ponente el Presidente,
don Miguel R.odrlguez-Piñero y Bravo-Ferrer. quien expresa el parecer
de la Sala.

c) Por la representación de don Manuel Eugenio Isidro Tejed
se presentó escrito a la Sala instando la nulidad de las actuacio",
incluida la Sentencia, porque habiendose personado en la apelaci
no se le habia tenido por parte, causándosele indefensión.

La Audiencia. con fecha I de diciembre de 1988, dictó Auto 1=
el que acordó decretar la nulidad de todo lo actuado en el recUI
de apelación desde que se tuvo por no personado al apelado, incluj
la Sentencia fmne de 11 de abril de 1988. que estimó el recurso
apelación.

d) Contra dicho Auto presentó la representación de «Banco Za'
gozano, Sociedad Anónima)" recuno de- súplica, que fue desestima
por Auto de 17 de enerode 1989.

3. La demanda fundamenta su solicitud de amparo en la violad
del arto 24.1 de la Constituci6n por el Auto impu¡nado.

La Sala Primera' de lo Civil de la Audiencia Territorial de Mad
decreta la nulidad de actuaciones a pesar de existir Sentencia fm
y de haberse notificado debidamente a las partes. Para ello real
una interpretación de los arts. 238 y 240.2 de la LOPJ contrari~

su tenor literal y a principios básicos del ordenamiento en espec
a los principios de legalidad y seguridad jurtdica consagrados en
art. 9.3 de la Constitución. El resultado de ello es la vulneración
derecho a la tutela judicial efectiva.

El Auto invoca jurisprudencia del Tribunal Constitucional; no o
tante, los supuestos a los que hacen referencia las decisiones del Tribu
Constitucional son distintos al presente caso. Tras una larga exposic
de las decisiones al respecto, la demanda entiende que la decís
de la Audiencia Territorial de Madrid vulnera el derecho a la tut
judicial efectiva Que debe otorgarse a quien ha obtenido una Senten
fmne. ocasionando, a Ja vez, dilaciones indebidas.

En todo caso, no hubo tampoco indefensi6n del apelado, ya q
asistido profesionalmente. no debió dejar traJiSCUrrir sin actuar un
largo lapso de tiempo como el que hubo entre la presentación
escrito de personaci6n y la Sentencia. Pero. además. tampoco se
acreditado que realmente se personara en la apelaci6n.

Por todo lo anterior, concluye la demanda suplicando que se di
Sentencia por la Que se declare la nulidad de las resoluciones recurrk "

4. Por 'providen'cia de 8 de mayo de 1989. la Sección Prim "
acuerda admitir a trámite la demanda de amparo. requerir atentame
a la Sala· Primera de la Audiencia Territorial de Madrid y al Juzg:
de Primera Instancia de dicha capital la remisi6n del testimonio·
roUo de apelación 115/1987 y del juielo ejecutivo 1.378/1983·V, .
pectivamente, interesando al tiempo el emplazamiento de quJenes fue
parte en el proceso, con excepción del recurrente.

5. Por providencia de 23 de octubre de 1989. la Sección acue
tener por recibidas las actuaciones remitidas. tener por personad
parte, en nombre y representación de don Maauel Eugenio Isidro T
dor, al Procurador señor de Palma ViIla16n y conceder un plazo
diez dias al solicitante de amparo para que conerete, en relación '
el reCIbimiento a prueba interesado en la demanda de amparo, el o~
de la prueba Que propone y los medios de pmeba de Que intt
valerse.

6. Con fecha 8 de noviembre de 1989. la representación dt
Entidad recurrente en amparo presenta escrito en el que manifk
que la proposición de prueba tenia por objeto demostrar Que la Sentel
dictada por la Audiencia Territorial de Madrid el dia 11 de abril­
1988 babia sído notificada a las Partes y que, al no haber sido recurr
tal Sentencia ganó fmneza; pero, al constar debidamente todos e
extremos en la!> actuaciones remitidas. estima que no es preciso pract
pruebas adicionales sobre estos particulares.

Por providencia de 20 de noviembre de 1989. la Sección acU(
tener por recibido el precedente escrito Y. a tenor de 10 dispu r

en el BIt. 52 LOTe, dar vista de las actuaciones por un plazo COl
de veinte días al Ministerio Fiscal y a los Procuradores señores Ara
Martín y Palma ViUalón, para que dentro de dicho plazo puedan
sentar las alegaciones Que a su derecho convengan.

Sala Primera. Sentencia 139//992. de 13 de oc/ubre.
Recurso de amparo 36.9/J989. Contra Auto de Ia-Audiencia
Territorial de Madrid denegatorio del recurso de súplica,
dictado en vía de apelación. dimanante de juicio ejecutivo
por el que se decretó la nulidad de actuaciones en recurso
de apelación, inc/uida la Sentencia definitiva y firme ya
dictada. Supuesta vulneración del derecho a la tutela judi­
cial efectiva: Carencia de objeto del amparo solicitado.
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l. Antecedentes

1. Mediank: escrito presentado el dia 25 oe febrero de 1989. oon
Fernando .Arag6n Martin, Procura4or de" los Tribunales. en nombre
y representaci6n de «Banco Zaragozano. Sociedad Anónima.. interpone
recurso de an:tparo frente al Auto de 1 de diciembre de 1988 dietado
por la Sala Pnmera de la' Audiencia Territorial de Madrid en el rollo
de apelación núm. 115/87, dimanante del juicio ejecutivo núm.
1.378/83-V tramitado por el Juzgado de Primera Instancia núm. 7
de esta capital. por el que se decretó nulidad de las actuaciones habidas
en el recurso de apelaci6n. incluida la Sentencia defmitiva y ftrme
que habia sido dictada. as1 como frente a1 Auto de 17 de enero de
1989 resolutorio del recurso" de súplica deducido frente al anterior.

2. La demanda de amparo se basa. en sintesis, en los siguientes
hechos:

a) En el Juzgado de Primera Instancia núm. 7 se sigui6 juicio
ejecutivo núm. 1.378/83-V. promovido por el «Banco Z8ragozano, Socie­
dad An6nima)l. contra don Francisco Sánchez Ventura y Pascual y
don Ignacio Acha Sánchez-AJ:iona. en el cual se trabó embargo, entre
otros bienes, de cieno número de acciones representativas del 88,56
por 100 del capital social de la Entidad «Casino Monteblanco, Sociedad
An6nima•.

h) En dicho procedimiento. don Manuel Eugenio Isidro Tejedor
fornlul6 demanda incidental de tercerta de dominio. solicitando el alza·
miento de la traba de las acciones con base en su dominio sobre
los bienes embarpdos.

El Juzgado de Primera Instancia dietó Sentencia estimando la deman­
da de terceriL La Entidad recurrente en amparo formuló recurso de
apelación ante la extinta Audiencia Territorial de Madrid, Sala Primera
de lo Civil, que revocó la Sentencia del Juzgado. La Sentencia de
apelación, que fue notificada a tus panes. no fue recurrida en casación.


